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Causa nº 63120   Juz. 1







REG. SENT. DEF: 293

En Lomas de Zamora, a los 28 días del mes de agosto de dos mil ocho, reunidos en Acuerdo Ordinario los señores jueces que integran esta Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial, Sala I, de este Departamento Judicial, Dres. Norberto Horacio Basile, Carlos Ricardo Igoldi y Rodolfo Miguel Tabernero con la presencia del Secretario actuante, se trajo a despacho, para dictar sentencia, la causa nº 63120, caratulada: "DE LUCA, MABEL MARTHA Y OT c/MININI, SALVADOR s/DS Y PS”. De conformidad con lo dispuesto por los artículos 168 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 266 del Código Procesal Civil y Comercial, del mismo Estado, la Excma. Cámara resolvió plantear las siguientes:

-C U E S T I O N E S-




1ª.- ¿Es justa la sentencia apelada?




2ª.- ¿Qué corresponde decidir?

Practicado el sorteo de ley (art. 263, últ. parte, Cód. Proc.), dio el siguiente orden de votación: Dres. Basile, Igoldi y Tabernero.-





-V O T A C I O N-

A la primera cuestión el Dr.Basile dice:





I.- El señor juez a cargo del juzgado de primera instancia en lo civil y comercial Nº1 departamental, dictó sentencia a fojas 193/196, rechazando la demanda por daños y perjuicios deducida por Mabel Martha De Luca y Susana Graciela De Luca contra Salvador Minini. Impuso las costas a las accionantes y reguló honorarios.





El pronunciamiento fue apelado a foja 197 por las accionantes.





Radicadas las presentes actuaciones en esta Sala, a foja 225/230 expresaron agravios las apelantes. Corrido el pertinente traslado, el mismo fue evacuado en forma silente.





A foja 233 se llamó la causa para dictar sentencia por providencia que se encuentra consentida.





DE LOS AGRAVIOS





II.- Las coactoras se agravian del rechazo de la acción en virtud de entender que se encuentra debidamente acreditado el nexo causal entre la acción del demandado y los daños sufridos en su propiedad. Reseña los testimonios brindados por los testigos que han declarado en la causa y en el expediente penal y conjuga esas manifestaciones con lo que surge de la pericia realizada en autos.





CONSIDERACIÓN DE LAS QUEJAS





III.- Adentrándome al estudio de la cuestión traida, entiendo que corresponde dejar sentado que debe dilucidarse la cuestión teniendo en consideración el juego armónico de los artículos 1113, 2730 y 2731 del Código Civil. 





De la correcta interpretación del  artículo 1113 deriva que la responsabilidad es conjunta del dueño o guardián de la cosa. En mi concepto, el demandado, en su calidad de propietario de la cosa generadora del daño (conforme reconocimiento efectuado en la contestación de demanda de fojas 51/53), no se desprendió ni de la posesión ni de la tenencia del raíz, solo dice haber celebrado un comodato gratuito con el Sr. Ezeiza.





La responsabilidad del demandado deviene de los perjuicios causados a la finca lindera, propiedad de las reclamantes por no haberse tomado las medidas que aconseja la buena técnica. La norma de aplicación es el artículo 1113 del Código Civil, agregando ahora que lo es en el 2° párrafo de la 2° parte; ello así por tratarse de un edificio en reparación, que ha ocasionado daños a la edificación vecina como consecuencia de defectos de construcción, sin descartar el propio riesgo creado por los trabajos.





Asimismo, los artículos 2730 y 2731 del ordenamiento de fondo disponen sobre los derechos que tienen los propietarios linderos sobre la pared medianera, determinando el primero de ellos que cada uno puede servirse de la misma para todos los usos que ella está destinada según su naturaleza, con que no causen deterioros en la pared. A su turno, el segundo expresa como corolario que las construcciones a arrimar sobre el muro no deben causar perjuicio al vecino o a la pared.





IV.- Hecha esta salvedad, corresponde determinar si en el “sub lite” se ha logrado acreditar los extremos que permitirían indilgar responsabilidad en el demandado de autos.





Por natural derivación del principio de adquisición procesal, al juez le es indiferente establecer a cuál de los litigantes correspondía probar, siempre que los hechos esenciales de la causa queden probados. Contrariamente, ante la insuficiencia o ausencia de evidencias es necesario recurrir a los principios que ordenan la carga de la prueba y fallar responsabilizando a la parte que, debiendo justificar sus afirmaciones, no llegó a formar la convicción judicial acerca de los hechos controvertidos (arg. art. 375 Cód. Proc.; CFed. San Martín, 5-3-90, LL, 1990-E-453, cita de Fenochietto-Arazi, "Código Procesal Civil y Comercial de la Nación Comentado y Concordado", Tº II, pág. 302). Incumbe al actor probar, en lo que al daño respecta, los siguientes extremos: a) La existencia del daño y su monto; b) El nexo causal entre la violación de la obligación o el acto ilícito y el daño experimentado. No se presume, en principio, ninguno de estos extremos (Conf. Cazeaux-Trigo Represas, "Derechos de las Obligaciones", Tº I, pág. 367).





En materia de prueba la obligación de rendirla no depende de la función de actor o demandado, sino de la situación que cada uno adquiere en el proceso de conformidad a los hechos establecidos o reconocidos, incumbiéndole, en consecuencia, a la parte que quiere modificar el estado normal de las cosas o la posición adquirida por la otra parte en la litis, por lo que cada parte debe probar sus afirmaciones" (Esta Cám. Sala I, Causa 48.526, 29-II-2000, Reg. Sent. Def. nº 24; Causa 49.960, 21-IX-2000, Reg. Sent. Def. nº 420; Causa 51.594, 14-XII-2000, Reg. Sent. Def. nº460; Causa 49.969, 20-III-2001, Reg, Sent. Def. nº90; Causa 52.335, 14-VIII-2001, Reg. Sent. Def. 277).





Es también doctrina de esta Sala, siguiendo al Dr. Héctor M. Di Tella, en un voto docente (in re, CNCom., sala C, mayo 26 de 1995, autos: "Bellini, Gabriel y otro c/Lee, José Luis s/Ordinario", publicado en "El Derecho", Tº165, pág. 404, fallo 46.830, comentado por Fernando H. Payá) que si se considera que la carga de la prueba debe repartirse entre los litigantes con el fin de producir convicción en el magistrado de la verdad de lo que dicen, ninguna regla jurídica ni lógica habrá de relevar a la parte de realizar la prueba de sus negaciones. Los hechos negativos, tanto como los expresados en forma afirmativa son objeto de prueba. Puesto que las proposiciones negativas, son comunmente la inversión de una proposición afirmativa, no puede quedar sujeta a la incertidumbre la suerte de la carga de la prueba toda vez que admitir lo contrario sería entregar a la voluntad de la parte y no a la ley la distribución de este aspecto tan importante de la actividad procesal (Causa 48.673, 1-II-2000, Reg. Sent. Def. nº2; Causa 48.917, 6-VI-2000, reg. Sent. Def. 193; Causa 49.969, 20-III-2001, Reg, Sent. Def. nº90; Causa 52.335, 14-VIII-2001, Reg. Sent. Def. 277).





Ha dicho la Suprema Corte de esta Provincia que los jueces de mérito pueden preferir alguna de las pruebas producidas a otras y omitir toda referencia a las que estimen inconducentes; que basta expresarse en su valoración de los datos fácticos a aquellos dirimentes para la solución del caso, y que no deben seguir al pie de la letra las argumentaciones de las partes, siendo suficiente que se pronuncien sobre las cuestiones fundamentales (Doct. art. 384 CPCC; Ac. 22330 del 13-X-76; Ac. 33589 del 2-XI-84; Ac. 33693 del 25-IX-84; Ac. 41085 S 7-7-89; Ac. 82248 S 23-4-03, entre otros).





Si bien el juez tiene el deber de apreciar la prueba, ello no implica la obligación de referirse en detalle a cada uno de los elementos aportados, sino de seleccionarlos a fin de fundar el fallo en los más eficientes, tal como viene de la acción de los artículos 163 y 384 de la ley procesal.




Es que no existe imposición de merituar todas y cada una de las pruebas arrimadas pues se halla dentro de las facultades legalmente regladas -como ya lo referí- la de preferir uno sobre otros sin siquiera hacer mención de estos últimos, cuando no resulten relevantes para la dilucidación de la cuestión litigiosa(esta Sala I, in re "G. de V. C. n. c/ V.C.A. s/ Alimentos" causa nº 58.267 reg. sent. Def:545/03).





Es siguiendo esos principios que me encuentro persuadido, luego de analizar conforme las reglas de la sana crítica el dictamen pericial  (arts. 384 y 474 Cód. Proc.), que se han acreditado debidamente todos los requisitos necesarios para la procedencia de la acción y que el demandado no ha aportado prueba por la que pueda eximirse de responsabilidad.





En su dictamen de fojas 114/119,      el perito dice haber encontrado sobre la medianera divisoria entre las dos propiedades dos orificios hechos desde afuera de aproximadamente 10 X 10 cm y que, es probable que hayan sido utilizados como puntos de fijación de un andamio utilizado para realizar, según lo observado, la reejecución del reboque exterior del contrafrente. Dice el perito que sería suficiente la utilización de la mitad del espesor de la medianera, pero que en el momento de realizar la pericia los orificios atraviesan todo el ancho de la misma (30 cms). Entiendo que lo determinante a los efectos de la resolución del pleito es la manifestación respecto a la existencia de una cañería de PVC corrugada con linea de alimentación a una caja utilizada posiblemente como iluminación. Dicha cañería presenta el efecto de haber recibido un golpe desde afuera hacia adentro, además de estar deteriorada por efectos del fuego. Como corolario de lo expuesto, dictamina el experto que al producirse un cortocircuito en dicha cañería es causal suficiente para producir el siniestro que se menciona en autos. 





La existencia de los orificios mencionados y la forma en la que fueron producidos (desde el lado externo de la medianera) son corroboradas por la pericia realizada en la causa penal acollarada que tengo a la vista (fs. 38).





En cuestiones eminentemente técnicas, como indudablemente se dirimen en este rubro, la prueba pericial adquiere especial relevancia y preeminencia, si bien la misma, en su contenido y conclusiones carece de fuerza vinculante para el Magistrado, como que su seguimiento o apartamiento no depende de la actitud del justiciable de observar el dictamen o la falta de ello, sino del grado de convicción que tal elemento acreditatorio produzca en el ánimo del juez, en sustento de la aplicación y experiencia (sana crítica) del adecuado procedimiento para la realización y producción de tal medio. Los profesionales brindan valores que deben ser ponderados para asumir la decisión, dando pautas que, aún de orden matemático como los porcentuales, configuran meros parámetros y no autorizan resolver la cuestión de manera arbitraria ni discrecional (doct. art. 384, 473, 474 CPCC; CALZ Sala I Reg. Sent. Def. 373/95, 5/97, 151/97, 255/97, 91/97 entre muchos otros).-





El informe pericial resulta el medio de excelencia, puesto que integra los conocimientos del juez a través de explicaciones técnicas y ciertas apreciaciones que efectúa el experto caben presumirlas sustentadas precisamente en el conocimiento que emana de la circunstancia de detentar título habilitante de rigor científico con incumbencia en el tópico, aún cuando el juez personalmente las posea.-





En principio, la fuerza probatoria del dictamen solamente puede enervarse por fundada razones científicas o técnicas, resultando ilógica la pretensión de contrariarlas con opiniones profanas o discrepancias subjetivas, y, por más amplias que sean las facultades del juez al apreciar las conclusiones y que las mismas no sean vinculantes, el apartamiento debe ser fundado en razones de mucha entidad (SCBA, Ac. 45797 S 14-5-1991, A y S 1991-I-710).-





Y no concierne al juez ensayar una respuesta sobre el déficit científico de la pericia. Lo que sí corresponde es apreciar tal diligencia mediante parámetros vinculados con la colección de información, exámenes, respaldo empírico, fundamentos, exposición lógica de datos y conclusiones como ingredientes principales a la actividad destinada a formar convicción judicial a través de la sana crítica (doct. arts. 384, 474 CPCC).-





Es que, si bien la pericial no es vinculante para el juez de la causa, éste debe tener fundadas razones técnicas para enervarlo. En la hipótesis, el magistrado debe contar con fundamentos científicos del mismo nivel y rigor probatorio que el elaborado por el experto, pues sería ilógico - como quedó dicho - que el sentenciante intente confrontar un dictamen de tal naturaleza con discrepancias de índole subjetiva que nunca alcanzarían la entidad convictiva del informe, puesto que si éste no resulta fuera del contexto de las circunstancias de autos, ni encuentra demostrada al juzgador la inexactitud de sus conclusiones, no debe apartarse de ellas (CNCiv., Sala F, LL, 1982-D-249).-





Es así que adquiere total vigencia el principio procesal según el cual la pericia no observada en primera instancia no puede ser observada en la alzada. 





Y es que el silencio, en la prueba pericial, es más terminante que respecto de los demás medios de prueba, discutibles en cuanto a su valor y eficacia con independencia de la conducta de las partes en el momento de su producción (Conf. Fenochietto-Arazi, ob. cit., Tº II, pág. 515).-





V.- Del análisis de los testimonios brindados en esta causa, se extrae la existencia de trabajos en la casa contigua, conforme lo expresa la testigo Longo (Fs. 100/102) quien dice estaban arreglando la casa y que ella sabe que estaban a raiz de los golpes que escuchaban. 





A misma conclusión llega la testigo Benetti (fs. 103/104) quien dice que sabía que estaban realizando trabajos en la casa lindera porque en una oportunidad sentía que habia golpes y que estaban trabajando al lado.





Es necesario poner de resalto que la valoración de la prueba testimonial y su fuerza probatoria deben apreciarse según las reglas de la sana lógica, procurando desentrañar el mérito o la inconsistencia de la declaración con las demas circunstancias de la causa que corroboren o disminuyan su fuerza, observando igualmente la calidad de los testigos. Los magistrados son soberanos en la apreciación de las declaraciones testimoniales, analizadas como se ha efectuado, conforme las reglas de la sana crítica (art. 384 CPC). Los jueces no solamente concluyen en sus sentencias con el literal confronte de los testimonios que se les brinda en análisis, sino que lo hacen al materializar en ellos su lógico pensamiento luego de formarse convicción de la verdad moral como terceros imparciales en la contienda, dando así valor a las deposiciones que se conforman con la realidad (esta Sala, Exp: 63921 08/11/07 RSD: 386/07 in re “Florjan, Emilio Alberto c/Herederos Universales de Nelida Moix s/Usucapion”). 





Estos testimonios, los cuales aprecio a la luz de la sana crítica (art. 384 y 456 CPCC), me persuaden respecto a la existencia de las referidas tareas en el inmueble vecino al de las accionantes.





CONCLUSIONES





VI.- Del análisis de los elementos  probatorios reunidos en la causa y que estimo eficientes para fundar mi decisión, entiendo que se encuentra acreditados, con fuerza de verdad moral, la existencia de nexo causal entre las reparaciones realizadas en el inmueble del demandado y el incendio producido en el fundo de las accionantes.





Lo que se persigue en juicio es la razonable certeza acerca de un resultado. Al emitir un juicio acerca del valor de la prueba producida estimándola a la luz de las pretensiones de las partes, el órgano jurisdiccional está valorando una compleja realidad a la que accede a través de aquella prueba, teñida de valoraciones axiológicas; está tratando de arribar a un conocimiento en forma indirecta, mediata, y al decidirse por una solución en una labor eminentemente práctica -no cientifíca como lo hace un matemático- persigue una solución probable, no la absoluta; aquella que surge de diferentes juicios de valor para solucionar problemas de la vida complejos, en busca de dar a cada uno lo suyo, su derecho. 






Los principios que rigen el grado de convicción a que llega el sentenciante luego de evaluar las comprobaciones cumplidas en la causa, no apuntan a la certeza absoluta, sino que ha de buscarse la certeza moral, refiriéndose con este concepto al estado de ánimo del juzgador, en virtud del cual se aprecia, ya no con grado de seguridad total sino de convincente probabilidad de acercamiento a la verdad. Desde ya que el sentenciante puede no arribar a una certeza absoluta, pero un grado de certeza moral dentro del cual llegue a apreciar su acercamiento a la verdad bajo convincente probabilidad, le podrá proporcionar la ratio decisoria (esta Sala, RSD: 133bis/94; 54/95, 403/95 y 197/08 entre otras).





Asimismo, el demandado no ha aportado pruebas que permitan deslindar su responsabilidad, ya que debió haber acreditado frente a la jurisdicción, el origen de las reformas introducidas en su propiedad, ya que es presumible que si las mismas fueron introducidas en su fundo han sido realizadas por él. Dicha presunción pudo haber sido desvirtuada por el demandado, mas no lo hizo (art. 375 Cod. Proc.).





En consecuencia, estimo que la totalidad de la responsabilidad por la causación del evento dañoso debe recaer sobre el demandado, lo cual dejo propuesto al acuerdo.





VII.- Habiendo resuelto la cuestión referida a la atribución de responsabilidad, corresponde analizar la procedencia de los rubros indemnizatorios reclamados.





Las accionantes reclaman el daño emergente representativo de los gastos por mano de obra y materiales en concepto de reparaciones y el valor de los bienes que dice fueron consumidos por el fuego.





a.- Cuando en la causa se ha producido prueba pericial en punto al costo de las reparaciones a instancias de la propia interesada, cabe privilegiar las conclusiones del experto sobre las declaraciones testimoniales de los talleristas que redactaron los presupuestos agregados al expediente, por estar dotada aquella de mayor objetividad o idoneidad (CC0000 TL 10557 RSD-135-21 S 27-10-1992, in re “Diaz, Héctor Rodolfo y otra c/ Priegues, Eduardo Luis y otros s/ Daños y perjuicios”).





De la compulsa de la pericia referida supra y las explicaciones vertidas (las que fueron solicitadas por la parte actora), se advierte que el perito fijó como costo total de las reparaciones (representativo de costo de Material y Mano de Obra) la suma de $ 3.263,60. 





Más alla del esfuerzo llevado a cabo por la parte actora en desacreditar los dichos de la pericia practicada, entiendo que las mismas son meras discrepancias en cuanto al monto fijado por el perito en concepto de reparaciones, por lo que no he de apartarme de sus postulados.





Por lo tanto propongo al acuerdo fijar la suma de $ 3.263,60 en concepto de gastos de reparaciones.





b.- Con respecto a la reparación por el valor de los bienes perdidos en el siniestro, entiendo que a efectos de fijar la suma resarcitoria la misma deberá ser fijada atendiendo a la premisa del artículo 165 del rito, ya que si bien no se encuentra debidamente acreditado el valor al que ascendieron las perdidas y qué objetos fueron consumidos por el fuego, lo cierto que los testigos mencionados supra (Benetti y Longo) declararon haber visto gran cantidad de enseres como por ejemplo un ropero con ropa de invierno y demás prendas.





Así, estando acreditada la pérdida de bienes en el incendio, justiprecio la reparación en la suma de $ 1.000 a efectos de reparar las pérdidas en ese sentido, lo que dejo propuesto al acuerdo.





VIII.- Las accionantes solicitaron oportunamente la reparación del daño moral.





El daño moral es aquel que afecta principalmente los derechos y atributos de la personalidad, de carácter extrapatrimonial, y su reparación tiene por objeto indemnizar el quebranto que supone la privación o disminución de aquellos bienes que tienen un valor fundamental en la vida del hombre y que son: la paz, la tranquilidad de espíritu, la libertad individual, la integridad física, el honor y los más sagrados afectos. No requiere prueba específica en cuanto ha de tenérselo por demostrado por el solo hecho de la acción antijurídica (art. 1078 del Código Civil y su doctrina; S.C.B.A., 13-6-89, "Miguez, Rubén y otros c/Comarca S.A. y otro -L 40.790- El Derecho, Tº136, pág. 526).-





En otras palabras, el daño moral consistente en la privación o disminución de aquellos bienes con señalado valor en la vida de las personas, además de no resultar la necesaria demostración del daño, al Juez corresponde receptar el reclamo indemnizatorio del mismo, tratándose de hechos ilícitos, dolosos o culposos.-





La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha impuesto la doctrina que establece que el daño moral tiene carácter resarcitorio, el que surge de textos legales expresos (arts. 522 y 1078 del Cód. Civ.), no teniendo que guardar relación con el daño material, pues no se trata de un daño accesorio a éste ("Forni, Francisco y otros c/Ferrocarriles Argentinos s/Indem. de D. y Perj.", F-439.XXI, Setiembre 7 de 1989).-





Como bien dice von Ihering, "Ouvres Choisies", París, 1893, tº II, págs. 154, 155 y 179, el que sufre un perjuicio debe serle reparado no solamente por las pérdidas pecuniarias sino también por las restricciones llevadas a su bienestar, a sus conveniencias, por los disgustos, las agitaciones del espíritu que le han sido causadas. La persona, según este autor, puede ser lesionada por lo que es y por lo que tiene. En lo que es: su cuerpo, su libertad, su honor y en lo que ella tiene en sus relaciones con el mundo exterior.-





No puede dejarse de considerar que la reparación del agravio moral corresponde no sólo por lo dispuesto por los artículos 522 y 1078 del Código Civil, sino por lo establecido ahora por la Constitución Nacional al jerarquizar los tratados como el Pacto de San José de Costa Rica -art. 11- (esta Alzada, Sala I, R.S.D. nº 53, sent. del 9-III-00).-





Es obvio, que desde una especial -y respetable- concepción de la ética puede mirarse a la reparación del daño moral como un apartamiento de las rigurosas exigencias que tal ética formula a quienes deseen seguirla. Pero no cabe que los jueces se guíen, al determinar el derecho, por patrones de moralidad que excedan los habitualmente admitidos por el sentimiento medio, pues como lo señala Cardozo, "los jueces deben dar vigor con sus sentencias a la moralidad corriente de hombres y mujeres de conciencia recia ("The nature of the judicial process". U.S., Yale University Press, 1937, p. 106). En efecto, la decisión judicial no ha de reemplazar las opciones éticas personales cuya autonomía también reconoce el art. 19 de la Constitución Nacional.-





La cuantificación del daño moral queda sujeta más que cualquier otro concepto, al prudente arbitrio judicial, dependiendo del hecho generador, así como de las particulares situaciones que en cada supuesto se verifican (SCBA Ac. 42303, 3-4-90).





Tratándose de un perjuicio que por su propia naturaleza, no resulta mensurable, se debe recurrir entonces a pautas de razonabilidad,que intenten acercar equitativamente la tasación a la realidad del perjuicio





Y en esa misma dirección, siendo que el daño moral es una alteración profundamente subjetiva e inescrutable, la apreciación debe ser necesariamente objetiva y abstracta. Para ello debe tomarse en consideración cuál pudo ser hipotéticamente el estado de ánimo de una persona común, colocada en las mismas condiciones en que se halló el damnificado (Bustamante Alsina, Jorge, "Equitativa valuación del daño mensurable", en La Ley, 1993-A-347 y ss.).-





Lo que se procura, en definitiva, es alcanzar un objetivo justo dentro de una seguridad mínima, que no priorice la situación del dañador, ni automatice la indemnización,desentendiéndose de las particularidades de cada suceso.- 








Siendo de tal modo, entiendo que la reparación no debe llegar a una indemnización simbólica, ni enriquecimiento injusto, no transitando por una tarifación con mínimo y máximo, ni un porcentaje  del daño patrimonial, tampoco determinado en base a la sola prudencia, sino antes y mejor, a la diferenciación según la gravedad del daño, atendiendo a las particularidades del caso, de la víctima y del victimario, sin desconocer la necesaria armonización de las reparaciones en casos semejantes (CALZ Sala I, Reg. Sent. Def. 96/94, 196/95, 255/95, 91/97 y otros).- 





El hogar de las personas constituye su fortaleza. No ya en un sentido arcaico; pero sí para significar que allí es donde debe y puede encontrar -en lo material, en lo psíquico y en lo espiritual-, seguridad, serenidad, sosiego, descanso, abrigo, intimidad, esparcimiento, placer, lugar apto para el normal desarrollo de sus actividades personales, familiares, y de amistad. De ahí, que toda acción u omisión ajena que atente contra esas necesidades propias del ser humano y alteren su razonable goce, deben considerarse productoras de daño moral que obliga a su resarcimiento. En ese quehacer cabe reiterar, que el incendio de la vivienda, al margen del daño material ocasionado, viene a originar un daño moral, que cabe ser indemnizado con la debida circunspección (CC0201 LP 100498 RSD-318-3 S 4-11-2003, in re “López, Pedro y otros c/ Algas S.A.y otros s/ Daños y perjuicios”).





En consecuencia, en atención a las circunstancias que rodean el evento de autos, propongo al acuerdo fijar la suma de $ 2.500 en concepto de daño moral para cada una de las acionantes.





IX.- La Ley de Convertibilidad (23.928), en el mismo título en que reafirma el nominalismo y con el propósito de terminar con la inflación y lograr la estabilidad económica, prohíbe “toda forma” de actualización monetaria con posterioridad al 1 de abril de 1991 (art. 7). En efecto, aún cuando el citado artículo impone el sistema nominalista y éste, obviamente se aplica a la “obligación de dar una suma determinada de australes”, de inmediato enfáticamente dispone: “En ningún caso”, se admitirá la actualización monetaria, “cualquiera fuere su causa, haya o no mora del deudor...”. No hay lugar a duda sobre el alcance de la ley: “toda deuda”. Lo dispuesto en los arts. 8 y 10, reafirman con claridad esta comprensión amplia, abarcativa de cualquier clase de deuda; tanto es así que sus principios repercuten sobre la cosa juzgada y sobre los efectos temporales de los actos jurídicos. Así, entonces, la télesis nominalista que insufla el régimen monetario vigente en el país, destinada a suprimir la inflación y la inestabilidad económica impide una interpretación en pugna no sólo con los fundamentos del proyecto que remitió el Poder Ejecutivo al Congreso de la Nación, sino con la diafanidad del texto de la ley, que cuando es claro y preciso debe ser interpretado estrictamente con prescindencia de cualquier otra consideración (SCBA, Ac. 59.636 S 18-11-97).





En tal sentido el Alto Tribunal Provincial ha expresado que la modificación introducida por la Ley 25.561 mantuvo la redacción del art. 7 de la Ley 23.928, quedando vigente, en consecuencia, la prohibición de toda actualización monetaria, indexación de costos o repotenciación de deudas, cualquiera fuera su causa (SCJBA B. 49.193 bis del 2 de octubre de 2.002, “Fabiano, Julio E c/ Pcia de Buenos Aires – PE. – s/ Incidente de determinación de indemnización”).





No obstante, el sistema de convertibilidad ha quedado desarticulado notoriamente en otros aspectos, especialmente en la doctrina sentada por la Casación Provincial (Ac. 43.858 del 21-5-91, caratulada: “Zgonc, Daniel R. c/ Asociación Atlética Villa Gesell”), por lo cual resulta necesario que la tasa de interés moratorio resulte más equitativa y razonable.





Interpreto, desde esta perspectiva, que deberá aplicarse desde la fecha del evento dañoso y hasta el 6 de enero de 2002, la tasa que paga el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a treinta días, vigentes en los distintos períodos de su aplicación; fecha en que entra en vigencia la Ley 25.561, que dispone la emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria (art. 1), estableciendo también que el Poder Ejecutivo fijará la relación de cambio entre el Peso y las divisas extranjeras (art. 2) y que modificó el art. 10 de la Ley 23.928. A partir de esa fecha y hasta el efectivo pago, propongo que se aplique la tasa efectiva anual que cobra el Banco de la Provincia de Buenos Aires para giros no cubiertos – sin autorización – en cuentas corrientes (esta Sala, RSD 204/02, “Lescano, Claudia c/ Clínica Privada de Salud Mental s/ Daños y Perjuicios”), siendo esta mi propuesta al acuerdo.





X.- Finalmente en cuanto a las costas del proceso, tiene dicho este Tribunal que en los supuestos de indemnización de daños y perjuicios, la aplicación del principio de reparación integral torna procedente la imposición de costas a la parte demandada aún cuando no prosperen íntegramente los reclamos del accionante, ya que habiendo recaído la responsabilidad sobre la parte demandada, admitir la pretensión de distribuir las costas entre las partes importaría la reparación del damnificado (esta Sala, Exp: 62051 RSD: 70/07 15-3-2007 in re “Gomez, Pablo c/Otero, Javier s/Ds y Ps”).





Ello de la mano de doctrina sentada por la Casación Provincial en el sentido que "debe respetarse al aplicar las costas, el principio de la derrota, aún en forma mínima (SCBA, Ac. 48321 del 24-3-92; CALZ Sala I, Reg. Sent. Def. 197/93, 57/95 y otros).





Por lo expuesto, propongo al Acuerdo imponer las costas de ambas instancias a la parte demandada vencida (art. 68 CPCC).





En virtud de estas consideraciones, 

-VOTO POR LA NEGATIVA-

A la misma primera cuestión, los Dres. Igoldi y Tabernero, por consideraciones análogas, TAMBIEN VOTAN POR LA NEGATIVA.-

A la segunda cuestión, el Dr. Basile dice:





Visto el acuerdo logrado al tratar la cuestión que antecede, corresponde revocar la sentencia apelada y, en consecuencia, hacer lugar a la demanda de resarcimiento de daños y perjuicios promovida por Gildo Romano Manuel De Luca (hoy fallecido), Mabel Martha De Luca y Susana De Luca, condenando al demandado a abonar los siguientes sumas: a) $ 3.263,60 en concepto de gastos de reparación del inmueble; b) $ 1.000 en concepto de indemnización por los bienes perdidos en el evento; c) $ 2.500 a cada una de las accionantes en concepto de daño moral. Los intereses de condena se calcularán desde la fecha del evento dañoso (30/3/1991) y hasta el 6 de enero de 2002 a la tasa que paga el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a treinta días, vigentes en los distintos períodos de aplicación y desde esa fecha y hasta el efectivo pago, a la tasa efectiva anual que cobra el Banco de la Provincia de Buenos Aires para giros no cubiertos – sin autorización – en cuentas corrientes. Las costas de ambas instancias han de imponerse a la demandada por su condición de vencida (art. 68 CPCC). Asimismo, corresponde dejar sin efecto la regulación de honorarios practicada en la instancia de origen, por haber mutado la base de cálculo de la misma (ley 8904), tornándose abstracto el recurso de foja 199.

-ASI LO VOTO-

A la misma segunda cuestión, los Dres. Igoldi y Tabernero, por compartir fundamentos, VOTAN EN IGUAL SENTIDO.-

Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente

SENTENCIA





En el Acuerdo quedó establecido que la sentencia no es justa y que debe ser revocada.





POR ELLO, CONSIDERACIONES del Acuerdo que antecede y CITAS LEGALES, no siendo justa la sentencia, revócasela y, en consecuencia, se hace lugar a la demanda de resarcimiento de daños y perjuicios promovida por Gildo Romano Manuel De Luca (hoy fallecido), Mabel Martha De Luca y Susana De Luca contra Salvador Minini, condenando a este último a abonar los siguientes sumas: a) $ 3.263,60 en concepto de gastos de reparación del inmueble; b) $ 1.000 en concepto de indemnización por los bienes perdidos en el evento; y c) $ 2.500 a cada una de las accionantes en concepto de daño moral. Los intereses de condena se calcularán desde la fecha del evento dañoso (30/3/1991) y hasta el 6 de enero de 2002 a la tasa que paga el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a treinta días, vigentes en los distintos períodos de aplicación y desde esa fecha y hasta el efectivo pago, a la tasa efectiva anual que cobra el Banco de la Provincia de Buenos Aires para giros no cubiertos – sin autorización – en cuentas corrientes. Costas de ambas instancias a la demandada por su condición de vencida. Asimismo, déjase sin efecto la regulación de honorarios practicada en la instancia de origen, por haber mutado la base de cálculo de la misma, tornándose abstracto el recurso de foja 199. Regístrese. Notifíquese. Devuélvase.-

